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1. Introducción 

 

En nuestro país Bolivia, la corrupción es un problema latente sin una solución real y 

sanción justa a los infractores que cometen dichos actos irregulares en las distintas 

reparticiones públicas del Estado.  

La corrupción en instituciones públicas representa uno de los principales obstáculos al 

desarrollo sostenible, la justicia social y el fortalecimiento democrático. En Bolivia, el caso 

del Fondo de Desarrollo para los Pueblos Indígenas Originarios y Comunidades 

Campesinas (FONDIOC), conocido como el "Fondo Indígena", constituye uno de los 

escándalos más significativos de corrupción pública en la historia reciente. La creación del 

Fondo tenía como objetivo primordial financiar proyectos productivos para el desarrollo 

de las comunidades indígenas y campesinas más vulnerables del país. Sin embargo, a lo 

largo de los años, se convirtió en una fuente de enriquecimiento ilícito, favorecimiento 

político y despilfarro de recursos estatales. 

Este trabajo de investigación analiza en profundidad los antecedentes del Fondo Indígena, 

su estructura institucional, los mecanismos de corrupción detectados, los actores 

involucrados y las consecuencias del escándalo. Se propone una reflexión crítica sobre la 

necesidad de implementar sistemas de control, rendición de cuentas y transparencia en el 

manejo de fondos públicos, particularmente en programas dirigidos a poblaciones 

históricamente excluidas. 

2. Justificación 

 

Este estudio es relevante por diversas razones. En primer lugar, expone un caso 

emblemático de corrupción estructural que afectó directamente a poblaciones indígenas y 

campesinas, perpetuando la pobreza en lugar de erradicarla. En segundo lugar, contribuye 

al análisis académico de la relación entre políticas públicas, gestión institucional y 

corrupción. Y finalmente, pretende generar conciencia social sobre la importancia de la 

fiscalización ciudadana y la responsabilidad estatal. 

Comprender el caso del Fondo Indígena es clave para evitar la repetición de hechos 

similares y para exigir mecanismos más eficaces de control y justicia. Al tratarse de un 

fondo con fines sociales y culturales, su desvío hacia redes de corrupción constituye no 

solo un delito económico, sino una traición a los principios de inclusión, equidad y 

reparación histórica que lo motivaron. 



3. Objetivos 

 

3.1. Objetivo general: 

Analizar el caso de corrupción en el Fondo Indígena en Bolivia, identificando sus 

mecanismos, actores implicados, consecuencias sociales y respuestas institucionales. 

 

3.2. Objetivos específicos: 

- Describir el origen y la estructura del Fondo Indígena. 

- Identificar los principales mecanismos de corrupción empleados. 

- Determinar quiénes fueron los actores involucrados y su grado de responsabilidad. 

- Evaluar las consecuencias sociales, económicas y políticas del escándalo. 

- Analizar las debilidades estructurales y legales que permitieron la corrupción en la 

gestión del Fondo Indígena.  

- Proponer recomendaciones para evitar que se repitan hechos similares. 

4.1. Antecedentes históricos del Fondo Indígena 

El Fondo Indígena que se creó el 22 de diciembre de 2005 con el nombre de Fondo de 

Desarrollo para los Pueblos Indígenas Originarios y Comunidades Campesinas 

(FONDIOC) según D.S 28571, en el gobierno del expresidente Eduardo Rodrigo Veltzé, 

donde se establece que el fondo Indígena recibirá el 5% del impuesto Directo a los 

Hidrocarburos (IDH) que recibe el Tesoro General de la Nación que corresponde al 32% 

del IDH total, estaba bajo la protección del Ministerio sin Cartera responsable de asuntos 

indígenas y pueblos originarios . 

Los recursos de estos fondos debían ser distribuidos conforme a los principios de 

territorialidad, equidad y justicia, la aprobación de estos recursos dependía de un 

Directorio, estos fondos debían ser destinados a proyectos de desarrollo productivo y 

social que debían beneficiar directamente a los pueblos indígenas originarios y 

comunidades campesinas.  

Este Fondo nació con la finalidad de financiar proyectos de desarrollo productivo y social 

que beneficien de manera directa a los pueblos indígenas, originarios y comunidades 

campesinas. Además, los recursos asignados al FDPPIOYCC estarán sujetos al control y 

fiscalización según lo dispuesto en la Ley Nro. 1178 de Administración y Control 



Gubernamental, Ley Nro. 2042 de Administración Presupuestaria y Decretos Supremos 

Reglamentarios correspondientes. 

Desde 2006, bajo la administración del presidente Evo Morales, el Fondo fue transferido 

al Ministerio de Desarrollo Rural y Tierras, convirtiéndose en una herramienta de relación 

directa entre el gobierno y las organizaciones sociales del Pacto de Unidad. Esta cercanía 

política generó condiciones para que la administración del Fondo se vuelva poco 

transparente y altamente vulnerable al uso discrecional de recursos públicos. Entre 2010 y 

2014 se aprobaron más de 1.100 proyectos por un monto superior a Bs 700 millones. 

Durante las siguientes gestiones 2006, 2007 y 2008 el Fondo Indígena de Desarrollo para 

los Pueblos Indígenas Originarios y Comunidades Campesinas, no tuvo movimientos y 

empezó sus funciones en abril de 2009 a la cabeza de la ministra Julia Ramos Sánchez y 

posteriormente a Nemesia Achacollo Tola, ministra de Desarrollo Rural y Tierras. 

Posteriormente la Contraloría General de Estado dio a conocer que las siguientes gestiones 

2010, 2011, 2012, 2013 y 2014 no se efectúo ningún tipo de seguimiento a los proyectos 

aprobados en dichas gestiones.  

Desde sus inicios, el Fondo Indígena mostró debilidades administrativas importantes. 

Diversos informes señalan la carencia de control interno efectivo, la falta de 

documentación de respaldo en los proyectos, el desconocimiento de los protocolos de 

gestión y múltiples irregularidades en los desembolsos y en la rendición de cuentas. Estas 

falencias estructurales anticipaban una posible crisis de gestión en años posteriores.  

4.2. Estructura Institucional del Fondo y su vulnerabilidad a la corrupción 

 

El Fondo Indígena tenía un Directorio compuesto por representantes del Ejecutivo y de las 

organizaciones sociales las cuales fueron: 

1. Confederación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia 

(CSUTCB). 

2. Confederación Indígena del Oriente Bolivia (CIDOB). 

3. Consejo Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyu (CONAMAQ). 

4. Confederación Nacional de Mujeres Campesinos Indígenas y Originarias de 

Bolivia “Bartolina Sisa” (CNMCIOB-BS). 

5. Confederación Sindical de Comunidades Interculturales de Bolivia (CSCIB). 

6. Organizaciones Regionales: Asamblea del Pueblo Guaraní (APG). 

7. Coordinadora de Pueblos Éticos de Santa Cruz (CPESC). 



8. Central de Pueblos Éticos Moxeños del Beni (CPEM-B). 

Esta estructura mixta se volvió altamente vulnerable a la corrupción por la politización de 

sus miembros, la falta de separación de funciones y la ausencia de mecanismos efectivos 

de fiscalización. Los recursos eran entregados directamente a proyectos presentados por 

organizaciones sociales, muchas veces sin estudios técnicos ni verificación de ejecución. 

La ejecución de los fondos no requería procesos licitatorios rigurosos, permitiendo el uso 

discrecional y la fragmentación de proyectos. La administración financiera no contaba con 

sistemas de control automatizados ni auditorías internas consistentes, lo que facilitó el uso 

fraudulento de recursos públicos. 

La fragilidad institucional del Fondo Indígena se vio agravada por vacíos legales, falta de 

supervisión y la ausencia de un sistema riguroso de evaluaciones de proyectos. Además, el 

marco normativo permitía que las decisiones del Directorio se ejecutaran sin fiscalización 

previa ni posterior. Esta falta de control institucional facilitó la manipulación política del 

Fondo, el uso discrecional de los recursos y la firma de convenios sin sustento técnico o 

legal. 

4.3. Formas y mecanismos de corrupción detectados 

El 11 de diciembre de 2013, el expresidente Evo Morales pidió a la Contraloría General 

investigar el Fondo Indígena, tras denuncias de irregularidades. Ese año se reveló el caso 

de “obras Fantasmas”.  

El 12 de febrero de 2015 la Contraloría da a conocer, tras una primera fase de auditoría, 

que se detectó un daño económico al Estado por 71 millones de bolivianos en 153 

proyectos inconclusos y fantasmas. 

Tras seis meses de trabajo, el 23 de agosto del 2015 Larrisa Fuentes, quien fue designada 

como interventora del Fondo Indígena, identifica un presunto daño económico de 102 

millones de bolivianos por 30 proyectos “Fantasmas” y otros 713 inconclusos que 

recibieron al menos un desembolso para ser ejecutados. 

 De acuerdo a la investigación de Unidad Nacional, el 67,5% de los proyectos aprobados 

por el Fondo tiene distintas irregularidades. Son 1.032 proyectos, lo que implica el 

despilfarro y desfalco de 1.258.871.000 bolivianos o 182.709.869 dólares y a más de 

2.000 dirigentes y autoridades involucradas, también se conoce que se desembolsaron a 

cuentas privadas 730 millones de bolivianos. 



Entre los mecanismos detectados se encuentran: 

- Proyectos fantasmas: iniciativas aprobadas sin ejecución real. Ejemplo: Proyecto 

de cultivo de quinua en Potosí con un presupuesto de Bs 700.000 que nunca se 

ejecutó. 

- Empresas fantasmas: entidades inexistentes que recibían contratos para ejecutar 

obras. Ejemplo: la supuesta empresa constructora “Ingercon” en Beni, que cobró 

más de Bs 3 millones sin dejar rastro. 

- Transferencias directas a cuentas personales: Se detectaron depósitos a 

exdirigentes como Felipa Huanca, Elvira Parra y otros. Por ejemplo, Elvira Parra 

recibió más de Bs 9 millones para proyectos sin ejecución. 

- Fraccionamiento de proyectos para evitar licitaciones. 

- Uso político de los fondos para consolidar apoyo electoral. 

Las formas de corrupción detectadas en el Fondo Indígena fueron múltiples y sofisticadas. 

Una auditoría realizada por la Contraloría General del Estado reveló la existencia de 743 

proyectos observados, de los cuales 30 eran completamente fantasmas, es decir, no existían 

físicamente ni contaban con respaldo documental de ejecución. Entre estos se encontraron: 

• Planta procesadora de frutas en Riberalta (Beni): Con un presupuesto de Bs 1,2 

millones, nunca se construyó. 

• Sistema de riego en Mizque (Cochabamba): Proyecto inexistente, pero se 

transfirieron Bs 800.000. 

• Compra de maquinaria agrícola en Yapacaní (Santa Cruz): El proyecto recibió 

Bs 1 millón, pero no hay evidencia de ejecución. 

• Centro apícola en Chulumani (La Paz): Sin ejecución, con desembolsos 

superiores a Bs 700.000. 

Además, se detectaron transferencias directas a cuentas personales de dirigentes sin 

respaldo documental. Elvira Parra, exdirectora del Fondo, recibió más de Bs 9 millones en 

su cuenta personal. También se identificaron empresas fantasmas como Servicios 

Integrales Rosita S.R.L. y Constructora Andina J&M, creadas sin oficinas, personal ni 

infraestructura, solo para recibir contratos y desviar fondos. 

Estos mecanismos se sostenían con facturación falsa, contratos simulados, rendiciones de 

cuentas ficticias y complicidad de funcionarios que aprobaban proyectos sin verificarlos. 

4.4. Actores implicados y principales responsables 

El 2 de marzo de 2015 la Fiscales instruyó la aprehensión de los exdirectores ejecutivos 

del Fondo de Desarrollo para los Pueblos Indígenas Originarias y Comunidades 

Campesinas.  



 

El caso involucró a una red de actores de alto nivel, incluyendo exministros, dirigentes de 

organizaciones sociales, exlegisladores y exfuncionarios. Entre los principales implicados 

destacan: 

• Nemesia Achacollo:  exministra de Desarrollo Rural y Tierras y presidenta del 

Directorio del Fondo Indígena, fue detenida preventivamente en la cárcel de 

Miraflores acusada de los delitos de incumplimiento de deberes y conducta 

antieconómica. 

La Fiscalía informó que Achacollo no cumplió con sus responsabilidades de control 

sobre la ejecución de proyectos financiados por el ex Fondo Indígena, causando un 

daño económico al Estado. 

La Fiscalía Departamental de La Paz, dirigida por Edwin Blanco Soria, presentó 

pruebas que indicaban que Achacollo actuó con "pasividad e inactividad dolosa" a 

pesar de conocer las irregularidades en varios proyectos. Se detalló que, durante su 

gestión, aprobó convenios y proyectos que comprometieron grandes sumas de dinero 

sin garantizar que los fondos se utilizaran adecuadamente. El daño económico total 

fue calculado en 71 millones de bolivianos. 

La imputación fue sustentada con un informe final de intervención del Fondo 

Indígena, el cual mostró que Achacollo no ejerció un control adecuado ni siguió los 

procedimientos establecidos en la Ley 1178 de Administración y Control 

Gubernamentales. 

La entonces ministra de Desarrollo Rural, Nemesia Achacollo, del entorno de 

confianza de Morales, fue imputada en 2016 por conducta antieconómica e 

incumplimiento de deberes; fungía como presidenta del directorio del Fondo 

Indígena. 

Estuvo en la cárcel paceña de Miraflores en agosto de 2016 a noviembre de 2017. En 

diciembre de 2019, regresó al penal, a solicitud del demandante exdiputado y 

exdirigente Rafael Quispe.  



En julio de 2020, Achacollo volvió a conseguir su detención domiciliaria en Montero 

y en noviembre de 2020, la justicia la dejó en libertad solo con arraigo y una fianza de 

Bs. 200.000.  En medio, el fiscal Anghelo Saravia, después condenado por 

extorsión, acusó al exfiscal general Ramiro Guerrero y al actual presidente del 

Tribunal Constitucional Paul Franco de presionarlo para liberarla. 

De este hecho de corrupción, el entonces director del Fondo de Desarrollo Indígena, 

Braulio Yucra, informó que se recuperaron 20 millones de bolivianos del desfalco, 

que fueron devueltos de forma voluntaria sin procesos legales. 

• Marco Antonio Aramayo: Fue nombrado director ejecutivo del Fondo Indígena 

el 4 de septiembre de 2013, por Luis Arce, quien era ministro de Economía en el 

gobierno de Evo Morales. 

A pesar de haber asumido con la intención de "transparentar la gestión" del Fondo 

Indígena, Aramayo terminó preso después de destapar irregularidades dentro de la 

institución. En su intento por exponer el desfalco, fue arrestado por los mismos 

hechos que denunció. 

 

En 2020, Aramayo habló sobre las irregularidades en los nombramientos dentro del 

Fondo Indígena, mencionando que personas sin formación profesional ocupaban 

cargos clave. Criticó fuertemente la falta de investigación por parte del Ministerio 

Público y la persecución judicial en su contra. 

 

“Prefiero mil veces morir defendiendo lo legal a seguir viviendo y que mis hijos 

piensen que yo he sido corrupto. Mi nombre no se va a utilizar para lavar la imagen 

de nadie”. Con esas palabras Marco Antonio Aramayo, quien fue director del fondo 

indígena rechazó someterse a un juicio abreviado, admitiendo una culpa que aseguró 

no era suya, en el caso millonario de asfalto de esa institución. 

 

Sentencia: En mayo de 2017, Aramayo fue condenado a 5 años de prisión por los 

delitos de incumplimiento de deberes, conducta antieconómica y contratos lesivos al 



Estado. Además, se le ordenó reparación económica por los daños causados al 

Estado. 

 

Aramayo enfrentó varias sentencias en diferentes ciudades, con condenas adicionales 

en Santa Cruz y Oruro, relacionadas con irregularidades y desfalcos por más de 71 

millones de bolivianos. Falleció el 19 de abril de 2022 por problemas de salud. 

• Elvira Parra y Justina Fuentes: exdirectoras ejecutivas del Fondo. Recibieron 

millones para proyectos sin control. Elvira Parra fue condenada a 5 años por la 

comisión del delito de conducta antieconómica y Justina Fuentes fue detenida 

preventivamente, no hay una sentencia condenatoria firme en su contra hasta la 

fecha. 

• Felipa Huanca: exdirigente de la Federación de Mujeres Bartolina Sisa. Se le 

transfirieron Bs 1,2 millones para un proyecto nunca ejecutado. Fue arrestada en 

febrero de 2020, Huanca argumentó que el proyecto fue detenido por culpa de los 

técnicos y no por su gestión. 

• Daniel Zapata: exdirigente del CONAMAQ, implicado en el cobro irregular de 

fondos. Fue condenado a 3 años de privación de libertad por el delito de 

incumplimiento de deberes en el caso de corrupción y desfalco al Fondo Indígena. 

• Rosendo Alpiri (CIDOB): Recibió fondos para proyectos fantasmas. 

• Adolfo Chávez (CIDOB): Fue acusado de beneficiarse con un proyecto de Bs. 

800.000. negó las acusaciones y responsabilizó a otros dirigentes. En 2015, 

anunció que no regresaría a Bolivia y que solicitaría asilo en otro país.  

• Damián Condori: Exdirigente campesino y actual gobernador de Chuquisaca, fue 

detenido en diciembre de 2015.  

• Julia Ramos: Exministra de Justicia. Procesada por firmar convenios sin 

fiscalización. 

• Melva Hurtado: Exdirigente Bartolina Sisa. Recibió más de Bs 7 millones para 

proyectos nunca ejecutados. 

Recibió más de Bs 5 millones para proyectos inexistentes. 

Dirigentes de la CIDOB, CSUTCB y otros movimientos sociales. 

Muchos de ellos evitaron sentencias definitivas, mientras que Aramayo enfrentó más 

de 200 procesos judiciales. 

Estas personas, desde sus distintos cargos, usaron el Fondo como una caja chica política 

y personal, en perjuicio directo de las comunidades. 



4.5. Impactos sociales y económicos del caso 

 

Las consecuencias del escándalo fueron devastadoras. El daño económico se ha 

cuantificado en más de 100 millones de bolivianos (alrededor de 182 millones de dólares) 

fueron desviados. Esto representó una pérdida directa para más de 1.000 comunidades 

indígenas y campesinas que esperaban proyectos productivos, infraestructura y apoyo 

técnico. 

Además del daño económico, el caso generó desconfianza hacia las instituciones públicas, 

debilitó las organizaciones sociales indígenas, y afectó negativamente la imagen del 

gobierno en materia de inclusión. Muchas comunidades quedaron sin acceso a proyectos 

esenciales, como agua, riego, centros de acopio o caminos. 

4.6. Acciones judiciales, políticas y sociales ante el escándalo 

El escándalo del Fondo Indígena en Bolivia ha generado una serie de acciones en los 

ámbitos judicial, político y social, que han evolucionado a lo largo de los años desde que 

el caso fue destapado en 2015. 

Acciones Judiciales: 

• Multiplicidad de procesos penales: El caso ha generado una cantidad "irracional" 

de procesos penales, superando los 150 casos aún abiertos a casi 11 años del 

desfalco. Se han investigado a cientos de personas, incluyendo exdirectores, 

exfuncionarios y dirigentes de organizaciones sociales. 

• Persecución al denunciante: Marco Antonio Aramayo, el exdirector del Fondo 

Indígena que denunció el desfalco, se convirtió en la figura más emblemática de la 

persecución judicial. Estuvo encarcelado durante siete años sin una sentencia 

ejecutoriada en su contra, enfrentando más de 200 procesos penales, y 

lamentablemente falleció en prisión preventiva en abril de 2022. Su familia ha 

denunciado tortura y vejaciones, exigiendo una investigación sobre las causas de 

su muerte. 

• Imputaciones y detenciones: Numerosos dirigentes indígenas y campesinos, así 

como exministros (como Nemesia Achacollo) y otros funcionarios, fueron 

imputados y algunos llegaron a ser detenidos. Sin embargo, el avance de los 

procesos ha sido lento, y muchos de los principales responsables aún no han sido 

sentenciados. 

• Retiro de acusaciones: En 2023, el Ministerio de Justicia del gobierno actual (Luis 

Arce) retiró la acusación contra algunos exdirigentes, incluyendo la exministra 

Julia Ramos, que estaban siendo procesados por casos de corrupción en el Fondo 

Indígena. Esto generó críticas y controversia. 



• Recuperación de activos: El Fondo de Desarrollo Indígena (FDI), la institución que 

reemplazó al Fondioc, ha informado que se ha logrado recuperar un monto de 

dinero y un inmueble en Tarija, pero la cantidad total de recursos recuperados es 

mínima en comparación con el daño económico estimado. 

• Demoras y obstaculización: Diversas voces han denunciado la retardación de 

justicia, la complejidad de los procesos y la aparente obstaculización de las 

investigaciones, lo que ha contribuido a la impunidad en muchos casos. 

Acciones Políticas: 

• Cierre del Fondo Indígena y creación del FDI: Como respuesta al escándalo, el 

gobierno de Evo Morales cerró el Fondo Indígena (Fondioc) y creó el Fondo de 

Desarrollo Indígena (FDI) a través del Decreto Supremo 2493, buscando una nueva 

estructura y mecanismos de control. 

• Debate parlamentario: El caso generó un intenso debate en la Asamblea Legislativa 

Plurinacional, con la oposición exigiendo investigaciones exhaustivas y la renuncia 

de funcionarios implicados. 

• Acusaciones de uso político: Tanto la oposición como algunos sectores de la 

sociedad civil han acusado al gobierno de Evo Morales de utilizar el Fondo 

Indígena con fines proselitistas y electorales, desviando recursos públicos para el 

partido gobernante. 

• Investigaciones gubernamentales: Si bien el gobierno inicial fue quien destapó el 

escándalo, posteriormente se han cuestionado la profundidad y el alcance de las 

investigaciones, con denuncias de selectividad en los procesados y la falta de 

castigo para los principales responsables políticos. 

• Rendición de cuentas: El Fondo de Desarrollo Indígena (FDI) busca implementar 

políticas de transparencia y lucha contra la corrupción, incluyendo audiencias de 

Rendición Pública de Cuentas, para fomentar la fiscalización social y la prevención 

de nuevos actos de corrupción. 

Acciones Sociales: 

• Indignación y desconfianza: El escándalo generó una profunda indignación y 

desconfianza en la sociedad boliviana, especialmente en las comunidades indígenas 

y campesinas que debían ser las principales beneficiarias de los fondos. 

• Protestas y demandas de justicia: Diversas organizaciones sociales, aunque con 

posturas divididas, han expresado su preocupación y exigida justicia para los 

responsables. Algunos grupos han realizado en marchas y protestas para denunciar 

la corrupción y la impunidad. 

• Divisiones en organizaciones indígenas: El caso también expuso y profundizó 

divisiones dentro de las propias organizaciones indígenas y campesinas, ya que 



algunos de sus dirigentes estaban directamente implicados en el desfalco, lo que 

generó un quiebre de la confianza interna. 

• Acompañamiento a víctimas: Organizaciones de derechos humanos y abogados han 

brindado apoyo a las víctimas y a los denunciantes, como en el caso de Marco 

Antonio Aramayo, exigiendo una investigación transparente y el respeto de los 

derechos. 

• Exigencia de recuperación de fondos: Existe una demanda persistente por parte de 

la sociedad para que los recursos desviados sean recuperados y se destinen a los 

fines para los que fueron creados: el desarrollo productivo y social de los pueblos 

indígenas y campesinos. 

5. Conclusión 

 

El caso del Fondo Indígena es una muestra clara de cómo la corrupción estructural puede 

desvirtuar políticas públicas destinadas a sectores vulnerables. La politización de la 

gestión, el uso discrecional de recursos y la ausencia de mecanismos de control permitieron 

el desvío sistemático de fondos. La impunidad de muchos responsables, sumada a la 

persecución de denunciantes como Marco Aramayo, pone en entredicho el compromiso 

del Estado con la transparencia y la justicia. Este caso debe servir como lección para 

replantear las formas de gestión pública y fortalecer los sistemas de control institucional. 

La corrupción no solo representó un desvío de recursos, sino una traición a las promesas 

de desarrollo y respeto a las culturas indígenas. Casos como este demuestran la necesidad 

permanente de auditorías rigurosas y sistemas de control que garanticen que los fondos 

destinados a los indígenas se utilicen de manera transparente y eficiente.  

6. Recomendaciones 

 

1. Establecer mecanismos de control ciudadano y auditorías independientes en la 

gestión de fondos públicos. 

2. Crear mecanismos de control social con participación indígena real y transparente. 

3. Garantizar la transparencia total en el diseño, ejecución y rendición de cuentas de 

proyectos productivos. 

4. Implementar un sistema de seguimiento georreferenciado para verificar la 

ejecución real de los proyectos. 

5. Sancionar de manera efectiva a los responsables, independientemente de su 

filiación política o social. 

6. Garantizar la protección legal de denunciantes de corrupción. 



7. Promover la participación indígena en la gestión de recursos, pero con formación 

técnica y mecanismos de fiscalización. 

 

 

7. Bibliografía 

 

- Contraloría General del Estado Plurinacional de Bolivia. (2015). Informe de 

Auditoría Especial al FONDIOC. 

- Página Siete. (2015–2023). Artículos sobre el caso Fondo Indígena. 

Erbol. (2021). “Fondo Indígena: los proyectos fantasmas y los implicados”. 

- ANF. (2015–2022). Cobertura del caso Fondo Indígena. 

- CIDOB. (2017). Informe de seguimiento al caso Fondo Indígena. 

- La Razón. (2022). “Muere Marco Aramayo, exdirector del Fondo Indígena”. 

- Fundación Jubileo. (2016). “Corrupción y debilitamiento institucional: el caso 

Fondo Indígena”. 

- Observatorio de Gasto Público – Fundación Milenio. (2018). “Evaluación del 

manejo de recursos públicos en el FONDIOC”. 

 


